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Bogotá,  24 de Febrero de 2022.  

  

 

 

Honorables Magistrados 

TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTA  
SALA PENAL DE EXTINCION DE DOMINIO 
Ciudad 

 

 

 

Ref:  ACCION DE TUTELA 
 ACCIONANTES: CARLOS ALFONSO FONSECA RIVERA, CLARA 

MERCEDES CEDEÑO DE FONSECA, RICARDO FONSECA 
CEDEÑO. 

 ACCIONADOS: JUZGADO PRIMERO PENAL DEL CIRCUITO DE 
EXTINCION DE DOMINIO DE BOGOTA y SOCIEDAD DE ACTIVOS 
ESPECIALES SAE-SAS 
 

 

CARLOS ALFONSO FONSECA RIVERA, mayor de edad, identificado como 

aparece al pie de mi firma, CLARA MERCEDES CEDEÑO DE FONSECA, mayor 

de edad, identificada como aparece al pie de mi firma, actuando en nombre propio 

y en representación de nuestro nieto menor de edad JERONIMO FONSECA 
ROMERO y RICARDO FONSECA CEDEÑO, mayor de edad, identificado como 

aparece al pie de mi firma, comedidamente, comparecemos ante el Despacho a su 

digno cargo con el objeto de incoar ACCION DE TUTELA en contra del JUZGADO 
PRIMERO PENAL DEL CIRCUITO DE EXTINCION DE DOMINIO DE BOGOTA y 

la SOCIEDAD DE ACTIVOS ESPECIALES SAE-SAS, por la vulneración a los 
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derechos fundamentales a los DERECHOS DE LOS NIÑOS, EL DERECHO A LA 
VIDA DIGNA, EL DERECHO AL MINIMO VITAL, LOS DERECHOS DE LAS 
PERSONAS DE LA TERCERA EDAD, EL DEBIDO PROCESO, ACCESO A LA 
ADMINISTRACION DE JUSTICIA consagrados en los Artículos 44, 11, 13, 46, 29 

y 229 de la Constitución Política, con fundamento en lo siguiente:  

 
I. HECHOS: 

 

1. La Fiscalía 21 de la Dirección Especializada de Extinción del Derecho de 

Dominio de la Fiscalía General de la Nación, mediante Resolución del 16 de 

febrero de 2018 dentro del Radicado 2017-00072 adoptó las medidas 

cautelares de embargo, secuestro y suspensión del poder dispositivo, entre 

otros, del inmueble ubicado en la Calle 87 No. 16 A-17 Apartamento 701 de 

la Ciudad de Bogotá, identificado con el Folio de Matrícula Inmobiliaria No. 

50C-1678333 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Bogotá 

– Zona Centro de nuestra propiedad.  

 

2. El proceso de extinción de dominio se rige por las disposiciones contenidas 

en la Ley 1708 de 2011, con las modificaciones contenidas en la Ley 1849 

de 2017 y, luego de más de tres años de iniciación, el mismo se encuentra 

en curso ante el Juzgado Primero Penal del Circuito de Extinción de Domino 

de Bogotá.   

 

1.1. No obstante los términos previstos en la Ley 1708 de 2011, para el trámite y 

duración del proceso de extinción de dominio, a la fecha el proceso de 

extinción de dominio no ha concluido con decisión ejecutoriada a través de 

la cual se enerve la presunción de inocencia que recae sobre la forma de 

adquisición del bien inmueble en mención.  
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1.2. En otras palabras, han transcurrido más de tres (3) años desde que se 

profirió la Resolución de medidas cautelares por parte de la Fiscalía General 

de la Nación sin que el proceso de extinción de dominio hubiese concluido, 

por lo que no solamente se encuentran ampliamente superados los términos 

consagrados en la Ley 1708 de 2011 sino que cualquier término prudencial 

o cualquier plazo razonable se encuentra ampliamente superado y 

desbordado, en perjuicio y detrimento de los derechos fundamentales al 

debido proceso y al acceso a la administración de justicia de las personas 

titulares de los bienes afectados con las medidas cautelares de embargo, 

secuestro y suspensión del poder dispositivo dentro del mencionado 

proceso.  

 

1.3. No obstante lo anterior, es decir, que se encuentran ampliamente superados 

los términos legales, los términos prudenciales y los plazos razonables para 

que la justicia trámite y resuelva el proceso de extinción de dominio y que 

han transcurrido más de tres años desde la expedición de la adopción de las 

medida cautelares de embargo, secuestro y suspensión del poder 

dispositivo, entre otros, sobre el inmueble de nuestra propiedad, actualmente 

quien funge como secuestre judicial del bien, esto es, la Sociedad de Activos 

Especiales SAE-SAS pretende efectuar el desalojo del inmueble mediante 

diligencia que ha sido programada para el próximo 1º de marzo de 2022.  
 

1.4. La Sociedad de Activos Especiales SAE-SAS mediante Resolución 1929 del 

18 de diciembre de 2019, comunicada mediante Oficio CS2022-004206 del 

22 de febrero de 2022 pretende llevar a cabo diligencia de desalojo del 

inmueble el 1º de marzo de 2022.  
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1.5. En el inmueble en mención, actualmente vivimos, las siguientes personas, 

bajo las condiciones que igualmente se indican, que gozan de especial 

protección constitucional:  
 

• Carlos Alfonso Fonseca Rivera, persona de la tercera edad con 75 

años de edad, quien no cuenta con medios o recursos económicos 

para propender por su subsistencia y quien no tiene pensión de vejez.  

• Clara Mercedes Cedeño de Fonseca, persona de la tercera edad con 

67 años de edad, quien no cuenta con medios o recursos económicos 

para propender por su subsistencia y quien no tiene pensión de vejez.  

• Jeronimo Fonseca Romero, menor de edad con 5 años de edad, nieto 

de Carlos Fonseca Rivera y Clara Mercedes Cedeño de Fonseca, 

cuyo padre Carlos Oliver Fonseca Cedeño se encuentra actualmente 

privado de la libertad en la Carcel La Picota de la ciudad de Bogotá. 

• Ricardo Fonseca Cedeño, persona con grave estado de salud por 

padecer de VIH-SIDA, con 49 años de edad, a quien le había sido 

impuesta primigeniamente medida de aseguramiento de detención en 

el lugar del domicilio y que posteriormente fue sustituida por medida 

de aseguramiento no privativa de la libertad. 

 

 

II. FUNDAMENTOS DE DERECHO DE LA ACCION DE TUTELA IMPETRADA 
 

A través de la omisión del JUZGADO PRIMERO DE EXTINCION DE DOMINIO DE 
BOGOTA en tramitar, resolver y decidir el proceso de extinción de dominio con 

dentro de los términos previstos en la Ley 1708 de 2011 o dentro de un término 

prudencial o un plazo razonable, toda vez que han transcurrido más de tres años 

desde la adopción de las medidas cautelares de embargo, secuestro y suspensión 
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del poder dispositivo y la decisión de la SOCIEDAD DE ACTIVOS ESPECIALES de 

proceder al desalojo del inmueble en el cual vivimos, se nos están conculcando 

nuestros derechos fundamentales a la vida digna, el minimo vital, el derecho de los 

niños, el derecho de las personas de la tercera edad, el debido proceso y acceso a 

la administración de justicia, por cuanto conlleva a una vulneración de las formas, 

procesos, términos y procedimientos establecidos por el legislador para esta clase 

de procesos.  
  

La Honorable Corte Constitucional en Sentencia T-186 de 2017, señaló: “Los 

derechos al acceso a la administración de justicia [a una justicia pronta y cumplida] 

y al debido proceso se encuentran íntimamente ligados, y su efectiva materialización 

depende en buena medida de la celeridad y eficiencia en el ejercicio de la 

jurisdicción. El sometimiento de las autoridades públicas encargadas de la función 

de administrar justicia a las reglas jurídicas, específicamente a aquellas 

establecidas para la tramitación y definición de los asuntos que son sujetos a su 

conocimiento, repercute en la materialización de valores como el de la justicia, así 

como en la eficacia de una amplia gama de derechos constitucionales, incluidos 

aquellos que a través de cada cauce procesal se pretende satisfacer.”   

 

La Honorable Corte Constitucional en Sentencia C-374 del 13 de agosto de 1997 – 

Magistrado Ponente Dr. José Gregorio Hernández Galindo, señaló:  

“La sentencia mediante la cual, después de seguidos rigurosamente los trámites 

legales y una vez observadas las garantías del debido proceso, se declara la 

extinción del dominio, desvirtúa la presunción de que quien exhibía la titularidad de 

la propiedad de uno o varios bienes, que se procuró en contra del orden jurídico, la 

tenía de manera legítima. 

(…)  
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Sin embargo, aunque no tiene carácter específicamente penal sino patrimonial, 

como el artículo 34 de la Constitución consagra una consecuencia negativa, que 

impone el Estado a una persona, ha de partirse de la presunción de inocencia 

(artículo 29 C.P.), es decir, de la hipótesis de que aquélla sí es la titular legítima del 

derecho de propiedad mientras no se le demuestre, en el curso de un proceso 

judicial, con la integridad de las garantías constitucionales, que, en efecto, la 

adquisición que hizo de los bienes que figuran en su patrimonio estuvo afectada por 

la ilicitud, el perjuicio del Tesoro Público o el daño a la moral social, o que, aun 

siendo ajeno al delito, en la adquisición misma del bien afectado obró con dolo o 

culpa grave. De no ser así, habrá de tenérselo por tercero de buena fe, cuyo dominio 

sobre el bien no puede ser objeto de extinción del dominio. La carga de la prueba 

en contrario, de acuerdo con los sistemas probatorios que establezca la ley, 

suficiente para desvirtuar las indicadas presunciones, corre a cargo del Estado.” 

Como se puede observar, la jurisprudencia constitucional es clara, pacifica y 

reiterativa en cuanto a la aplicación de las garantías, principios y derechos 

fundamentales al debido proceso en los procesos de extinción de dominio, como 

una forma de contrapeso al ejercicio del poder del Estado en el marco del artículo 

34 de la Constitución Política. 

 

En el presente caso, las personas que residimos en el inmueble de nuestra 

propiedad y que formulamos la presente acción de tutela, gozamos de especial 

protección constitucional, por tratarse de un menor de edad, dos personas de la 

tercera edad y una persona con condición especial de salud. Veamos:  

 

El artículo 44 de la Constitución Política, establece: “Son derechos fundamentales 

de los niños: la vida, la integridad física, la salud y la seguridad social, la 

alimentación equilibrada, su nombre y nacionalidad, tener una familia y no ser 

separados de ella, el cuidado y amor, la educación y la cultura, la recreación y la 
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libre expresión de su opinión. Serán protegidos contra toda forma de abandono, 

violencia física o moral, secuestro, venta, abuso sexual, explotación laboral o 

económica y trabajos riesgosos. Gozarán también de los demás derechos 

consagrados en la Constitución, en las leyes y en los tratados internacionales 

ratificados por Colombia.  

 

La familia, la sociedad y el Estado tienen la obligación de asistir y proteger al niño 

para garantizar su desarrollo armónico e integral y el ejercicio pleno de sus 

derechos. Cualquier persona puede exigir de la autoridad competente su 

cumplimiento y la sanción de los infractores.  

 

Los derechos de los niños prevalecen sobre los derechos de los demás.” 
(Subrayado y negrillas fuera de texto).  

 

Como se puede observar,  por mandato constitucional son derechos fundamentales 

de los niños la vida, la integridad física, la salud, la alimentación, la educación, la 

recreación, la vivienda, teniendo en este caso el Estado, la obligación de asistir y 

proteger a Jeronimo Fonseca Romero, para garantizar su desarrollo armónico e 

integral y el ejercicio pleno de sus derechos. Prevaleciendo por imperativo de 

nuestra Constitución Política sus derechos sobre los derechos de los demás, sin 

que la Constitución Política consagre alguna clase de limitación, restricción o 

excepción a dicha prevalencia y supremacía de orden constitucional. Máxime si se 

tiene en cuenta que el progenitor del menor de edad se encuentra actualmente 

privado de la libertad y el niño reside con sus abuelos en el inmueble.   

 

En desarrollo del mandato constitucional, la Ley 1098 de 2006 por medio de la cual 

se adoptó el Código de Infancia y Adolescencia determina:  
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“Artículo 8º. INTERES SUPERIOR DE LOS NIÑOS, NIÑAS Y ADOLESCENTES. 

Se entiende por interés superior del niño, niña y adolescente, el imperativo que 

obliga a todas las personas a garantizar la satisfacción integral y simultanea de 

todos sus derechos humanos, que son universales, prevalentes e independientes.”  

 

“Artículo 9º. PREVALENCIA DE LOS DERECHOS. En todo acto, decisión o medida 

administrativa, judicial o de cualquier naturaleza que deba adoptarse en relación 

con los niños, las niñas y los adolescentes, prevalecerán los derechos de estos, en 

especial si existe conflicto entre sus derechos fundamentales con los de cualquier 

otra persona.  

 

En caso de conflicto entre dos o más disposiciones legales, administrativas o 

disciplinarias, se aplicará la norma más favorable al interés superior de niño, niña o 

adolescente.” 

 

Las disposiciones consagradas en la Ley 1098 de 2006, desarrollan y reiteran el 

mandato constitucional consagrado en el artículo 44 de la Constitución Política, 

especialmente en lo referente a la prevalencia de los derechos fundamentales de 

los niños, niñas y adolescentes sobre cualquier otra clase de derechos y la 

aplicación  preferente en toda actuación  judicial o administrativa de aquellas normas 

o disposiciones que tiendan a la protección y materialización de sus derechos. Sea 

del caso reiterar, la aplicabilidad de los preceptos y postulados consagrados en el 

artículo 44 de la Constitución Política y la Ley 1098 de 2006 al niño Jeronimo 

Fonseca Romero, quien se vería afectado gravemente en sus derechos 

fundamentales si es desalojado del inmueble en el cual reside con sus abuelos, 

maxime si se tiene en cuenta que su papá se encuentra actualmente privado de la 

libertad y por tanto carece de medios para propender por el derecho a la vivienda 

del menor.  
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Valga la pena indicar, que la Sala Penal del Tribunal Superior de Medellín mediante 

sentencia del 27 de abril de 2010 dentro de la acción de tutela No. 2010-066 incoada 

por la Señora Lina María Cadavid Acevedo en representación de sus hijos menores 

de edad contra la extinta Dirección Nacional de Estupefacientes, en un caso similar, 

determinó: “La acción constitucional ha sido instituida para la defensa de todos los 

ciudadanos cuando consideren conculcados los derechos fundamentales 

constitucionalmente reconocidos; y en efecto, se constituye como un mecanismo 

extraordinario y excepcional a través del cual los habitantes del territorio patrio han 

obtenido la protección de sus derechos cuando han sido violados abruptamente, 

bien por parte de las autoridades públicas o por parte de los particulares en los 

casos expresamente establecidos en la ley.  

Es más, con la creación de esta acción constitucional, han encontrado los Jueces 

el mecanismo efectivo e inmediato para el reconocimiento  de los derechos 

inherentes a cada persona, los cuales, si bien eran preocupación permanente del 

Estado, su protección a través de los procedimientos ordinarios se presentaban 

bastante dilatados en el tiempo, cuando no desconocidos, situación ésta que hacía 

inoperante e injusta la administración de justicia, creando con esto descontento e 

incredulidad en la sociedad respecto de sus sistema judicial, lo que no es posible 

admitir en un Estado Social de Derecho.  

 

En este caso procede la acción constitucional, porque la demanda se dirigió contra 

entidades susceptibles de ser demandadas por ésta vía y se invocó el amparo de 

los derechos a la vida digna, integridad personal, igualdad, debido proceso y 

derechos de los niños, expresamente consagrados como fundamentales por la 

Constitución Política y establecidos como de protección inmediata por el artículo 85 

de la misma Carta Fundamental.  

(…) 

Así pues, no pueden estar por encima de los derechos de los niños, disposiciones 

como las que dieron lugar a la interposición de la presente acción de tutela, dado 
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que prevalecen en todo momento, inclusive sobre intereses de orden estatal o 

administrativo, más aún cuando se ha advertido que constituyen vías de hecho, 

claramente señaladas por el a-quo. (…)”  

 

En lo que respecta a las personas de la tercera edad (75 y 67 años) que vivimos 

dentro del inmueble y no tenemos pensión de vejez, es importante indicar que el 

artículo 13 de la Constitución señala que “(…) El Estado protegerá especialmente a 

aquellas personas que por su condición económica, física o mental, se encuentren 

en circunstancia de debilidad manifiesta y sancionará los abusos o maltratos que 

contra ellas se cometan”. Dentro de esas personas con debilidad manifiesta se 

encuentran sin lugar a dudas las personas de la tercera edad como nosotros, 

maxime si se tiene en cuenta que no contamos con pensión de vejez y el inmueble 

en el cual vivimos constituye el único techo que tenemos para vivir, toda vez que los 

demás bienes fueron objeto de las medidas cautelares de embargo y secuestro y 

están bajo administración actualmente de la SAE; por lo tanto, este es el único 

inmueble que tenemos para poder vivir.  

 

Adicionalmente, es de indicar que el artículo 46 de la Constitución indica: “El Estado, 

la sociedad y la familia concurrirán para la protección y la asistencia de las personas 

de la tercera edad y promoverán su integración a la vida activa y comunitaria.” Lo 

anterior ratifica una vez más la especial protección que consagra la Constitución 

Política respecto a las personas de la tercera edad y la necesidad de amparo a sus 

derechos fundamentales. La Corte Constitucional en la Sentencia T-348 de 2009 

señaló: “...tratándose, por ejemplo, de los derechos radicados en cabeza de las 

personas de la tercera edad, los deberes que se imponen al Estado resultan 

imperiosos para procurar verdaderas condiciones materiales de existencia digna. 

En efecto, como lo ha reconocido este Tribunal, las personas que se encuentran en 

la mencionada categoría son acreedoras de un trato de especial protección, 

proveniente no sólo del Estado sino de los miembros de la sociedad.” 
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Valga la pena indicar, que en un caso similar al aquí planteado, la Corte Suprema 

de Justicia – Sala de Casación Penal mediante sentencia del 24 de agosto de 2021 

dentro de la acción de tutela incoada por Juan Guillermo Palacio Restrepo con 

Radicado 11001222000020210013701 concedió el amparo constitucional 

deprecado.  

 

Por otra parte, dentro del inmueble reside Ricardo Fonseca Cedeño, persona quien 

padece una grave enfermedad por VIH-SIDA y quien tiene medida de 

aseguramiento no privativa de la libertad, a quien se le afectarían y conculcarían 

sus derechos fundamentales al ser desalojado del inmueble en el cual reside, 

agravándose su condición medica. Adicionalmente, se considera que previo a ser 

desalojado del inmueble, la Sociedad de Activos Especiales SAE-SAS debería 

haber adelantado las gestiones correspondientes para la variación del lugar de 

residencia ante los Jueces Penales Municipales con Función de Control de 

Garantías de Paloquemao, habida cuenta que si bien le fue sustituida la medida de 

aseguramiento de detención preventiva en el lugar de residencia por una medida de 

aseguramiento no privativa de la libertad el 20 de noviembre de 2019 por parte del 

Juzgado 26 Penal Municipal con Función de Control de Garantías, no es menos 

cierto que dicho lugar de residencia corresponde al reportado ante la autoridad 

judicial correspondiente dentro del proceso y las diligencias de compromiso 

respectivas.  

 

Es de anotar, que habida cuenta que en el artículo 7º de la © indica que por tratarse 

de un acto de ejecución contra la decisión no proceden recursos en vía gubernativa 

y, adicionalmente que el Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo – Ley 1437 de 2011 determina la improcedencia de las 

acciones contencioso administrativas contra los actos de ejecución, no existe otro 

mecanismo de defensa judicial, expedito e idóneo para la protección de los 
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derechos fundamentales cuyo amparo se depreca mediante el ejercicio de la 

presente acción de tutela. 

 

III. PRETENSIONES 
 
Comedidamente, solicito a los Honorables Magistrados de la Sala Penal – Extinción 

de Dominio del Tribunal Superior de Bogotá, conceder la presente acción de tutela 

y en consecuencia:  

 

3.1. Ordenar al Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de Extinción de 

Dominio de Bogotá, resolver en un término de 20 días hábiles el proceso de 

extinción de dominio que cursa ante dicha instancia judicial bajo el Radicado 

110013120001-2018-00032.  

 

3.2. Como consecuencia de lo anterior y hasta tanto se adopte una decisión de 

carácter definitivo mediante sentencia ejecutoriada respecto al inmueble ubicado en 

la Calle 87 No. 16 A-17 Apartamento 701 de esta ciudad, identificado con el Folio 

de Matrícula Inmobiliaria No. 50C-1678333 de la Oficina de Registro de 

Instrumentos Públicos de Bogotá de nuestra propiedad, se ordene a la SOCIEDAD 
DE ACTIVOS ESPECIALES SAE-SAS abstenerse de llevar a cabo diligencia de 

entrega y/o desalojo sobre el inmueble en mención.  

 

MEDIDA CAUTELAR PROVISIONAL  
 
Comedidamente, con el objeto de evitar los perjuicios irremediables que se 

pudiesen generar con la continuación en la vulneración de los derechos 

fundamentales por parte de la accionada y ante la inminencia de la diligencia de 

desalojo prevista para el 1º  de marzo de 2022 por parte del secuestre judicial, 

solicito a los Honorables Magistrados se ordene como medida provisional la 
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suspensión de la diligencia de desalojo del inmueble ubicado en la Calle 87 No. 16 

A-17 Apartamento 701 de esta ciudad, identificado con el Folio de Matrícula 

Inmobiliaria No. 50C-1678333 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos 

de Bogotá, hasta tanto se decida de fondo sobre la acción de tutela instaurada, 

acorde con lo previsto en el Artículo 7º del Decreto 2591 de 1991.  

 

Fundamento la anterior solicitud, con el objeto de que en el evento en que los 

Honorables Magistrados accedan a las pretensiones de la acción de tutela, la 

decisión que se adopte no resulte inocua frente al ordenamiento jurídico y frente a 

la jurisprudencia constitucional, dada la inminencia de la diligencia, cuyo plazo de 

realización resulta ser inferior al término legalmente establecido en el Decreto 2591 

de 1991 para la resolución de la presente acción de tutela (10 días hábiles) 

 

Valga la pena anotar, que en un caso de naturaleza similar, la Sala Penal de 

Extinción de Dominio del Tribunal Superior de Bogotá mediante auto del 6 de julio 

de 2021 dentro de la Acción de Tutela 2021-00137 concedió la medida cautelar 

deprecada y ordenó la suspensión de la diligencia de desalojo.  

 
IV. COMPETENCIA 

 
Honorables Magistrados, son Ustedes competentes para conocer de la presente 

Acción de Tutela de conformidad con lo previsto en el Artículo 2.2.3.1.2.1. Numeral 

4º del Decreto 1069 de 2015 modificado por el Artículo 1º del Decreto 1983 de 2017. 

 
 

V. JURAMENTO 
 

Manifestamos bajo la gravedad de juramento, el cual se entiende prestado con la 

firma, que no hemos presentado acción de tutela por estos mismos hechos.  
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VI. PRUEBAS 
 

Solicitamos a los Honorables Magistrados tener como pruebas las siguientes, que 

se anexan al presente escrito:  

 

6.1. Resolución 1929 del 18 de diciembre de 2019 proferida por la Sociedad de 

Activos Especiales SAE-SAS y comunicada mediante Oficio CS2022-004206 del 22 

de febrero de 2022.  

 

6.2. Cédula de Ciudadanía de Carlos Alfonso Fonseca Rivera. 

 

6.3. Certificado de No Pensión de Carlos Alfonso Fonseca Rivera expedido por 

COLPENSIONES.  

 

6.4. Cédula de Ciudadanía de Clara Mercedes Cedeño de Fonseca. 

 

6.5. Certificado de No Pensión de Clara Mercedes Cedeño de Fonseca expedido 

por COLPENSIONES.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 













Que revisada la Nómina de Pensionados de la Administradora Colombiana de Pensiones
COLPENSIONES, el(la) señor(a)  Ciudadano no afiliado  identificado(a) con  Cédula de Ciudadanía
No. 17153155, NO FIGURA percibiendo pensión por parte de esta Administradora.

CERTIFICADO DE NO PENSIÓN

DIRECCIÓN DE NÓMINA DE PENSIONADOS

GERENCIA DE DETERMINACIÓN DE DERECHOS

RADICADO 2020_001

Se expide a solicitud del interesado en  Bogotá , el día 24 de febrero de 2022.

DORIS PATARROYO PATARROYO
Director(a) de Nómina de Pensionados





Que revisada la Nómina de Pensionados de la Administradora Colombiana de Pensiones
COLPENSIONES, el(la) señor(a)  Ciudadano no afiliado  identificado(a) con  Cédula de Ciudadanía
No. 41643913, NO FIGURA percibiendo pensión por parte de esta Administradora.

CERTIFICADO DE NO PENSIÓN

DIRECCIÓN DE NÓMINA DE PENSIONADOS

GERENCIA DE DETERMINACIÓN DE DERECHOS

RADICADO 2020_001

Se expide a solicitud del interesado en  Bogotá , el día 24 de febrero de 2022.

DORIS PATARROYO PATARROYO
Director(a) de Nómina de Pensionados




































